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			Resumen

			Este artículo tiene como objetivo analizar las percepciones que tienen los docentes de secundaria sobre la implementación de la política pública de convivencia escolar en Colombia, bajo la Ley 1620 de 2013. Se aplicó un estudio cuantitativo donde se diseñó, validó y aplicó un cuestionario a 50 maestros de 4 escuelas secundarias oficiales y 2 no oficiales para los grados 9, 10 y 11, en la ciudad de Tunja, departamento de Boyacá en Colombia. La Implementación Institucional de la Política Pública de Convivencia Escolar en las escuelas secundarias mostró que los docentes tienen una media de 1.86 y una desviación estándar de .756, así como también se encontraron diferencias significativas relacionadas con la edad (X² = 22.362 p = .008 < .05). Por lo tanto, se puede concluir que, desde la percepción de los docentes, la implementación institucional de la Política de Convivencia de las Escuelas Públicas ha sido efectiva.
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			Abstract

			This article has as an objective analyze the perceptions that secondary school teachers have about the implementation of the public policy of school coexistence in Colombia, under the Law 1620 of 2013. It was applied a quantitative study where a questionnaire was designed, validated and applied to 50 teachers from 4 official and 2 unofficial secondary schools for grades 9, 10 and 11, in the city of Tunja, Boyacá department in Colombia. The Institutional Implementation of the Public Policy of School Coexistence in the secondary schools shown that teachers have a mean of 1.86 and a standard deviation of .756, as well as there were found significant differences related to age (χ² = 22.362 p = .008 < .05). Therefore, it could be concluded that from the teachers’ perception the institutional implementation of the Public School Coexistence Policy has been effective.
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					INTRODUCCIÓNEn este artículo se analizan las percepciones que tienen los profesores de secundaria sobre la implementación de la política pública de convivencia escolar en Colombia, enmarcado en la ley 1620 de 2013. Esto se hizo a través de la aplicación de un cuestionario de 20 ítems, dirigido a docentes de educación básica secundaria y media vocacional en instituciones oficiales y no oficiales del municipio de Tunja, en el cual evaluaba aspectos relacionados a la implementación institucional de la política pública de convivencia escolar, a través de la socialización, creación de manuales y rutas de atención.  
Es importante iniciar describiendo la definición que se hace entorno  a la convivencia escolar, la cual se identifica como un concepto de múltiples miradas que abordan diferentes aspectos de la cultura escolar, como el clima y la disciplina  (“Gázquez, J., Cangas, A., Padilla, D., Cano, Á., & Moreno, P,2005), o el trabajo cooperativo en las tareas instruccionales  (“Moliner, O., & Martí, M., 2002), así como los conflictos, los rasgos de la disciplina, el ethos, o autovaloración y entusiasmo moral que la comunidad escolar se proporciona a sí misma y transmite a sus miembros  (Ortega-Ruiz, Del Rey, & Casas, 2013). 
Por otro lado, la percepción es concebida por “Vargas, L. (1994):
El proceso cognitivo de la conciencia que consiste en el reconocimiento, interpretación y significación para la elaboración de juicios en torno a las sensaciones obtenidas del ambiente físico y social, en el que intervienen otros procesos psíquicos entre los que se encuentran el aprendizaje, la memoria y la simbolización (Pág.48).
Es importante indicar que las políticas públicas son un conjunto de opciones colectivas interdependientes que se asocian a decisiones que adoptan los gobiernos y sus representantes, siendo formuladas en áreas tales como: defensa, salud, educación, bienestar, previsión social, entre otras (Espinoza, 2009).  Para Dunn (1994) y Espinoza (2009), se convierten en un conglomerado de decisiones interrelacionadas que son adoptadas por un actor o grupos de actores políticos que involucran la definición de metas y medios para su logro en el marco de una situación particular.
En la misma línea pero en las políticas públicas educativas se acude al concepto que las define como: políticas consagradas legalmente, representadas en “decretos o leyes que definen estándares explícitos y orientaciones para el sector educación, son aquellas legalmente impulsadas, modificadas o sin modificar, que se traducen en acciones concretas a través de cambios sistemáticos y programados” (Espinoza, 2009) en respuestas a problemáticas que se presentan en el ambiente educativo dentro de contextos determinados (Adams, Kee, & Lin, 2001;  Espinoza, 2009).
Como antecedente se identifica que las naciones unidas promulgan la declaración de los derechos del niño en 1959, “promueve la protección, cuidado y desarrollo del niño tanto antes como después del nacimiento, comprometiendo a los estados que forman parte de esta convención a tomar las medidas legislativas y administrativas correspondientes, en pos del interés superior del niño” (Díaz, 2018, p.4). En el artículo 28 se deja explícito que el niño tiene “derecho a que la disciplina escolar se administre de forma compatible con la dignidad humana del niño” (Díaz, 2018).
Por su parte la UNICEF insta a los estados y a los padres a que los niños desarrollen “una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos y amistad entre todos los pueblos” (UNICEF, 1989). Continuando en la misma línea en la declaración de Jomtien, se expresó que se debe “contribuir a lograr un mundo más seguro, más sano, más próspero y ambientalmente más puro y que al mismo tiempo favorece el progreso social, económico y cultural, la tolerancia y la cooperación internacional” ( Conferencia Mundial sobre Educación para Todos, 1990).
Por su parte la ONU: 
Insta a los organismos competentes de las Naciones Unidas, en particular a la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura y al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, e invita a las organizaciones no gubernamentales, a las instituciones y grupos religiosos, a las instituciones de enseñanza, a los artistas y a los medios de difusión a que presten activo apoyo al Decenio (Naciones Unidas , 1998; Mestre, 2007, p. 37). 
Colombia como país miembro de las naciones unidas, debe acoger las declaraciones que se promulgan por esta, sin embargo en la década  internacional para la cultura de la paz y la no-violencia para los niños del mundo (Naciones Unidas , 2006), se evidencian los siguientes hitos juridicos para llegar a la consolidación de una politica de convivencia escolar.
Es así como en Colombia, debido a los conflictos que se generan en la relación entre miembros de la comunidad académica se inician acciones judiciales que obligan al poder legislativo y ejecutivo del país a tomar decisiones encaminados a “fortalecer la convivencia escolar, la formación para el ejercicio de los Derechos Humanos, sexuales y reproductivos, la prevención y mitigación de la violencia escolar” (República de Colombia, 2013).  
Se identifica la promulgación la sentencia Corte constitucional de Colombia (2006), la cual ordena a las instituciones educativas a proteger el derecho a la dignidad humana, a la autonomía y a la intimidad de los menores; así como la relevancia de un proceso restaurativo, para resolver el caso concreto y los demás que puedan presentarse teniendo en cuenta que el matoneo o acoso escolar es un atentado contra dichos derechos (Corte constitucional de Colombia, 2006). En ese sentido la corte constitucional insta:
…A cada establecimiento educativo definir cuáles son las medidas adicionales aconsejables para lograr el objetivo tutelar de los derechos y, al mismo tiempo, para evitar que las secuelas de la lesión de dichos derechos se proyecte por distintas vías y continúe incidiendo negativamente en el ámbito de la comunidad educativa (Corte constitucional de Colombia, 2006). 
Esta sentencia es el primer antecedente en las 2 últimas décadas, que inicia el camino hacia la elaboración de una política pública de convivencia escolar en Colombia. Según Ruiz (2016):
 La importancia de esta sentencia radica en darles a las situaciones de acoso escolar o censura, un enfoque diferente al puramente disciplinario y sancionatorio, reconociéndose que debido a las particularidades propias de la vida escolar, es necesario además de adelantar procesos disciplinarios en situaciones como las presentadas, generar espacios y condiciones para que se den procesos restaurativos que de alguna manera redignifiquen tanto a la víctima como al agresor para que de esta manera se reparen los vínculos comunitarios lesionados (Ruiz, 2016, p. 56)
Seguidamente 5 años después la misma corte constitucional ratifica la sentencia T-917 de 2006, además promulga la sentencia T-905 de 2011. En este le ordena: 
Al Ministerio de Educación, en coordinación con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación, que lidere la formulación de una política general que permita la prevención, la detección y la atención de las prácticas de hostigamiento, acoso o matoneo escolar, de manera que sea coherente con los programas que se adelantan en la actualidad, con las competencias de las entidades territoriales y que constituya una herramienta básica para la actualización de todos los manuales de convivencia (Corte Constitucional de Colombia, 2011). 
Además, agrega que la aplicación de tales instrumentos deberá tener como objetivo inmediato a las directivas, profesores, estudiantes y padres de familia (Corte Constitucional de Colombia, 2011)(Morcote & Guerrero, 2020)
A partir de esta sentencia, se publica en la Ley 1620 de 2013 de la república de Colombia en la que se crea el Sistema Nacional de Convivencia Escolar y formación para el ejercicio de los Derechos Humanos, la Educación para la Sexualidad y la Prevención y Mitigación de la Violencia Escolar que promueva y fortalezca la formación ciudadana y el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos de los estudiantes, de los niveles educativos de preescolar, básica y media y prevenga y mitigue la violencia escolar y el embarazo en la adolescencia (República de Colombia, 2013). En esta se destaca que:
Es importante establecer un marco normativo específico que desarrolle el principio constitucional de la responsabilidad compartida de instituciones educativas, familia, sociedad y Estado en la formación para la ciudadanía; defina sus funciones y facilite la aplicación de políticas intersectoriales donde la cooperación entre los diferentes actores sea el principio de acción y la herramienta para complementar y enriquecer la labor en la institución educativa (República de Colombia, 2013; Ruiz, 2016). 
Esta ley les asigna:
Responsabilidades a los diferentes organismos dentro del Sistema Nacional de Convivencia Escolar y Formación para los Derechos Humanos, la Educación para la Sexualidad y la Prevención y Mitigación de la Violencia Escolar, el Ministerio de Educación, la Secretarías de Educación de las entidades territoriales, de los establecimientos educativos, de los rectores o directores de estos y de los docentes (República de Colombia, 2013; Ruiz, 2016). 
Además, reconoce “el rol de las familias como parte de la comunidad educativa y le asigna responsabilidades dentro del marco del Sistema Nacional de Convivencia Escolar” (Ruiz, 2016).
Este sistema reconoce: 
A los niños, niñas y adolescentes como sujetos de derechos, y a la comunidad educativa en los niveles de preescolar, básica y media como la responsable de formar para el ejercicio de los mismos, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política Nacional, las Leyes 115 de 1994 y 1098 de 2006, las disposiciones del Consejo Nacional de Política Social y demás normas asociadas a violencia escolar, que plantean demandas específicas al sistema escolar (República de Colombia, 2013). 
Esta ley establece:  
La necesidad de ajustar los proyectos pedagógicos con el fin de que reflejen “la vivencia y práctica de los derechos humanos en la cotidianidad escolar, cuyo objetivo es la transformación de los ambientes de aprendizaje, donde los conflictos se asumen como oportunidad pedagógica que permite su solución mediante el diálogo, la concertación y el reconocimiento a la diferencia para que los niños, niñas y adolescentes desarrollen competencias para desempeñarse como sujetos activos de derechos en el contexto escolar,  familiar y comunitario (República de Colombia, 2013). 
Destacando la actualización de los manuales de convivencia escolar los cuales: 
Deben identificar nuevas formas y alternativas para incentivar y fortalecer la convivencia escolar y el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos de los estudiantes, que permitan aprender del error, respetar la diversidad y dirimir los conflictos de manera pacífica, así como de posibles situaciones y conductas que atenten contra el ejercicio de sus derechos (República de Colombia, 2013). 
La creación del sistema nacional de convivencia escolar debe estar centrado por lo menos en los componentes promoción, prevención, atención y seguimiento. 
Debido a esto se crea la Ruta de Atención Integral para la Convivencia Escolar, en el que se definen:
Los procesos y los protocolos que deberán seguir las entidades e instituciones que conforman el Sistema Nacional de Convivencia Escolar, en aquellos casos y situaciones en que se vea afectada la convivencia escolar y los derechos humanos, sexuales y reproductivos de los estudiantes de las instituciones educativas, articulando una oferta de servicio ágil, integral y complementario (República de Colombia, 2013 Ruiz, 2016).
Para el año 2013 también se expide el decreto 1965 de la presidencia de la república de Colombia en el cual se reglamenta la Ley 1620 de 2013:
Que crea el Sistema Nacional de Convivencia Escolar y Formación para el Ejercicio de los Derechos Humanos, la Educación para la Sexualidad y la Prevención y Mitigación de la Violencia Escolar, sus herramientas; los lineamientos generales bajo los cuales se deben ajustar los Manuales de Convivencia de los Establecimientos Educativos, de acuerdo con lo ordenado en la Ley 1620 de 2013 y otros aspectos relacionados con incentivos y la participación de las entidades del orden nacional y territorial, establecimientos educativos, la familia y la sociedad dentro del Sistema Nacional de Convivencia Escolar (República de Colombia , 2013).
Este decreto se aplicará: 
En todos los establecimientos educativos oficiales y no oficiales de educación preescolar, básica y media del territorio nacional y demás instancias que conforman el Sistema Nacional de Convivencia Escolar y Formación para los Derechos Humanos, la Educación para la Sexualidad y la Prevención y Mitigación de la Violencia Escolar, también a la familia, la sociedad y a los demás actores que participan en la Ruta de Atención Integral (República de Colombia, 2013; Ruiz, 2016). 
En el 2015 se publica el decreto 1075, por el cual se expide el decreto Único Reglamentario del Sector Educación, en el que se describe entre otros los siguientes objetivos del Ministerio de Educación Nacional como:
La cabeza del sector educativo: Diseñar estándares que definan el nivel fundamental de calidad de la educación que garantice la formación de las personas en convivencia pacífica, participación y responsabilidad democrática, así como en valoración e integración de las diferencias para una cultura de derechos humanos y ciudadanía en la práctica del trabajo y la recreación para lograr el mejoramiento social, cultural, científico y la protección del ambiente (República de Colombia, 2013). 
Así como Garantizar y promover, por parte del Estado, a través de políticas públicas, el derecho y el acceso a un sistema educativo público sostenible que asegure la calidad y la pertinencia en condiciones de inclusión, así como la permanencia en el mismo, tanto en la atención integral de calidad para la primera infancia como en todos los niveles: preescolar, básica, media y superior (Unesco, 2020).
A pesar de la creación y promulgación de la ley por parte de entidades gubernamentales como el Ministerio de Educación Nacional, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación y del decreto 1965 de 2013; la corte constitucional de Colombia emana la sentencia T-365 de 2014 (Corte Constitucional de Colombia, 2014). En la cual insta a al Ministerio de Educación Nacional y al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, ICBF, para:
Que coordinadamente y en el ámbito propio de sus respectivas funciones, formulen y desarrollen una política general que permita la prevención, oportuna detección, atención y protección, frente al hostigamiento, acoso o matoneo escolar, incluyendo el llamado “cibermatoneo” o “cyberbullying”, lo que realizarán sistemáticamente y con todas las dependencias territoriales con competencias educacionales, de donde irradie hacia los centros de educación, desde la preescolar, para la actualización de todos los manuales de convivencia, siempre en procura de esculpir desde la niñez una sólida cultura de paz e incluye a las instituciones educativas (Corte Constitucional de Colombia, 2014). 
Por su parta le solicita al Defensor del Pueblo y al Procurador General de la Nación que orienten y vigilen las actuaciones dirigidas al cabal cumplimiento de lo dispuesto en esta sentencia.
En la misma línea la sentencia T-478 de 2015 publicada por corte constitucional de Colombia identifica que existe un déficit de protección general para las víctimas de acoso escolar, ya que, a pesar de que existe un marco regulatorio claro y una política pública definida desde el 2013, la misma no ha sido implementada con vigor (Corte Constitucional de Colombia, 2015 ) y reitera las sentencias T-917 de 2006 (Corte constitucional de Colombia, 2006) T-365 de 2014 (Corte Constitucional de Colombia, 2014) y T-562 de 2013 que defiende la pluralidad y del multiculturalismo (Corte Constitucional de Colombia, 2013). En esta la corte le ordena:
…Al ministerio de educación nacional a que implemente acciones tendientes a la creación definitiva del Sistema Nacional de Convivencia Escolar de acuerdo a lo señalado por la Ley 1620 de 2013 y el Decreto 1965 de 2013. Particularmente, se ordena que en el plazo señalado, se adopten las siguientes medidas: una revisión extensiva e integral de todos los Manuales de Convivencia en el país para determinar que los mismos sean respetuosos de la orientación sexual y la identidad de género de los estudiantes y para que incorporen nuevas formas y alternativas para incentivar y fortalecer la convivencia escolar y el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos de los estudiantes, que permitan aprender del error, respetar la diversidad y dirimir los conflictos de manera pacífica, así como que contribuyan a dar posibles soluciones a situaciones y conductas internas  que atenten contra el ejercicio de sus derechos;  ordenar y verificar que en todos los establecimientos de educación preescolar, básica y media estén constituidos los comités escolares de convivencia  (República de Colombia, 2013).
También la corte invita a las Defensorías delegadas para Asuntos Constitucionales y Legales y para la Infancia, la Juventud y Adulto Mayor de la Defensoría del Pueblo para que acompañen y le hagan seguimiento a la implementación de las medidas descritas en la orden anterior (Corte Constitucional de Colombia, 2011).
Lo que evidencia que la política de convivencia escolar en Colombia que se publicó en el 2013 fue producto de una lucha jurídica, política y social detonada por algunos casos de violencia con los niños, niñas, jóvenes y adolescentes en el contexto escolar. Esto presionó al gobierno a generar acciones que conlleven a la protección de los miembros de la comunidad académica. Es por esto por lo que después de 6 años de implementación es importante analizar desde las perspectivas de los docentes como agentes activos en el proceso de ejecución.
Es así como se identifican estudios que desarrollan análisis desde una perspectiva académica sobre la ley de convivencia escolar en Colombia.  En el trabajo de Bocanegra & Herrera  (2017),  concluyen que la ley 1620 de 2013:
Constituye una respuesta del establecimiento a los requerimientos que demandaba el sector educativo y la sociedad colombiana para atender una creciente violencia en la escuela que afecta tanto los derechos humanos, sexuales y reproductivos de millones de niños, niñas y jóvenes vinculados a la educación formal en los niveles de preescolar, básica y media, como las posibilidades de que el sistema educativo cumpla con los objetivos y metas definidos en el marco de las respectivas políticas públicas sectoriales (Bocanegra & Herrera, 2017). 
Por su parte Alvarado (2017) en su estudio concluye que:
El ciberacoso es muy cotidiano en facebook y twitter, pero con la ley 1620 de 2013 está mitigando este tipo de delitos, ya que es responsabilidad de los estudiantes tanto como los padres de familia estar pendientes de los comentarios que se hacen en las redes sociales y denunciar a las personas que hacen matoneo por las redes sociales a sus hijos (pág. 2019).
Por otra parte, se identifican estudios que describen los factores socioambientales y la privación sociocultural en relación con la convivencia escolar y la violencia. Es así como Caicedo, Meneses, Guerrero, & Hernández (2020), concluyen que los factores socioeconómicos, políticos, territoriales y de control familiar que pueden afectar la vivencia de valores, resolución de conflictos, ajuste normativo y relaciones interpersonales, elementos fundamentales de la convivencia escolar. Por su parte en otro trabajo se evidencia que el conjunto de factores positivos o Las experiencias negativas de los adolescentes determinan niveles más altos o más bajos de funcionamiento cognitivo, adaptación a contextos normativos y competencias sociales, siendo la privación sociocultural un predictor de fracaso escolar y disrupción en el aula y una necesidad de atención (Narváez-Burbano, Gutiérrez-García, Cotes-Cotes, & Ascencio-Tafur, 2020).
Mientras tantos el tema del rendimiento academico y las estrategias pedagógicas pueden ser fundamental en el proceso de convivencia escolar. Se identifica una trabajo que concluye que la educación como proceso global de la sociedad, se encuentra actualmente en una trama de principios, fundamentos y valores que deben promover cambios sustantivos básicos de creación y regeneración de la cultura (Cuentas & Cepeda, 2016). Por su lado Vega, y otros, (2020) describe:
La importancia de identificar los factores que influyen en el comportamiento de los agresores, lo que permitirá proponer mecanismos que ayuden a las víctimas y al observador a denunciar esta situación y que el ciberacoso sí influye en el desempeño académico de los estudiantes, donde los agresores son estudiantes con desempeño bajo y básico, mientras que las víctimas tienen desempeño alto y superior (Vega, y otros, 2020).
De manera estructural  se identifican como el mindfulness como estrategia gubernamental y los indicadores de calidad de orgnizaciones educativas, entre ellas la convivencia escolar. Es asi como se identifica un trabajo que analiza la gestión de la convivencia escolar como indicador de calidad en las organizaciones educativas a partir del modelo European Foundation Quality Management - EFQM, examinando las relaciones entre sus criterios y relevancia en el contexto colombiano (Ortiz-Padilla, Barros-Moncada, Ariza-Ortiz, & Rubio-Castro, 2018). Por otra parte, el trabajo de Uribe, Gallego, Báez, & Giraldo (2018) describe el aporte del mindfulness a la convivencia escolar y las habilidades ciudadanas, proponiéndolo como una estrategia de intervención gubernamental para formar ciudadanos más conscientes, relaciones saludables y entornos seguros.
Por ultimo se identifica un estudio que describe las percepciones comunitarias en población de estudiantes hacia las violencias en contextos educativos para la construcción de paz.  Concluyendo que la población estudiada se encuentra en un contexto de vulnerabilidad, destacando la necesidad de ejercer el derecho a la salud y la paz; evidenciando la necesidad de intervención desde la política pública para generar la coparticipación de la comunidad desde el reconocimiento de su propia cultura.
Teniendo en cuenta los antecedentes expuesto anteriormente se puede identificar que los estudios abordan el análisis de la política de convivencia escolar  y de elementos de la convivencia escolar en Colombia  desde perspectivas teóricas o estudios de opinión de los estudiantes y los administrativos de la educación pero no se encuentran investigaciones de alto impacto que incluyan la percepción docente sobre el proceso de implementación de la política publica de convivencia escolar en Colombia. Teniendo en cuenta esto surge la siguiente pregunta de investigación: ¿Cuáles son las percepciones que tienen los docentes de secundaria sobre la implementación de la política pública de convivencia escolar en Colombia?
En este estudio se plantean como objetivo general analizar las percepciones que tienen los docentes de secundaria sobre la implementación de la política pública de convivencia escolar en Colombia. Para esto se identifica, describe y correlaciona las percepciones que tienen los docentes hacia la implementación institucional de la política pública de convivencia en las escuelas de secundaria.
Este estudio es pertinente para la investigación sobre convivencia escolar, teniendo en cuenta que los resultados aportan insumos bibliográficos y metodológico que le aportan al entendimiento del fenómeno de la implementación de la política pública de convivencia escolar desde actores que participan en este proceso como ejecutores.  Los resultados pueden fortalecer la investigación sobre convivencia escolar en Colombia, teniendo en cuenta que se discuten con publicaciones científicas sobre la temática desarrollada en instituciones latinoamericanas y globales. Este estudio busca ser parte de la evaluación de la implementación de la política pública de convivencia escolar de Colombia, aportando resultados científicos que le aporten a los procesos de medición de resultados que genera la aplicación de la ley.
Es importante desarrollar este estudio tomando en consideración la percepción de los docentes debido a que estos son parte imprescindible en el proceso de implementación y evaluación de las actividades planificadas desde el sistema nacional de convivencia escolar y formación para el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos, así como la prevención y la mitigación de la violencia escolar. Es pertinente este estudio para la ley debido a que recibe retroalimentación directa de los ejecutores de las acciones en el marco de los programas que se establezcan. Esto contribuye a que el gobierno nacional tenga como insumo estudios científicos que den cuenta sobre las características culturales y contextuales de las escuelas donde se implementa la ley.
Es pertinente para los docentes este estudio debido a que, en el proceso de evaluación de la implementación de la política, pueden identificar el rol que desempeñan en la aplicación y así mismo autoevaluar las actividades que han desarrollado y posiblemente contribuir a los resultados perseguidos por el sistema nacional. Las instituciones educativas podrán tener como insumos los conceptos objetivos derivados de la percepción de los docentes, para la toma de decisiones sobre el fortalecimiento y los resultados encontrados a través de la implementación de las actividades enmarcadas en la política pública.
Este estudio presenta como limitación que la población objeto de estudio no incluye a los estudiantes, directivos y otros miembros de la comunidad educativa, esto pude llegar a sesgar la visión de la realidad del proceso de la implementación. Otra limitación que presenta este estudio es que no se tuvo en cuenta incluir en la muestra otros municipios del departamento de Boyacá u otros departamentos de Colombia.
1.1 convivencia escolar 
La convivencia escolar en España y en Brasil fue abordada desde perspectiva de género, prevención de la violencia, la vinculación del trabajo y la escolarización. Se acude al trabajo de Díaz-Aguado & Seoane (2011), quienes concluyeron que el rendimiento académico puede explicarse desde elementos de convivencia escolar como la tendencia a superar el sexismo y la promoción de la empatía, lo que invita a promover la igualdad entre hombres y mujeres adoptando un enfoque integrador de género para prevenir cualquier tipo de violencia en las escuelas españolas. Por su parte De Los Pinos & González (2012), demuestran que en la prevención de la violencia se debe promover el desarrollo de actitudes hacia la tolerancia y el rechazo de la violencia.
Seguidamente en Chile y España se identificaron estudios que describen el papel de los incidentes críticos y la influencia de la mediación en la convivencia escolar. El trabajo de Kröyer, Aguayo, & Reyes (2012), en el que hacen un análisis de la Técnica de Análisis de Incidentes Críticos como herramienta para mejorar la convivencia en el aula, fomentar el liderazgo educativo, así como el aprendizaje sobre situaciones de conflicto para profesores en ejercicio y en formación. Por otro lado, se describe que la mediación escolar es pertinente para contrarrestar las dinámicas de conflicto de una manera educativa, así como también para proporcionar recursos y habilidades de afrontamiento específicas para enfrentar situaciones cotidianas en el aula (Ibarrola-García & Redín, 2013). 
En Brasil la expansión misma de la escolarización permitió a los jóvenes combinar sus experiencias escolares con actividades laborales, generando dificultades en ellos sobre la concepción de rol social. Es así como en el trabajo de Peregrino (2011), quién analiza la convivencia en el trabajo y la escuela desde el concepto de juventud como una posición social y analítica en la sociedad brasileña. Por otro lado, analiza la importancia relativa de la escuela y el trabajo en la transición de la juventud a la edad adulta en estudiantes de Río de Janeiro. 
Las habilidades psicosociales y la mediación escolar fueron estudiadas en los contextos españoles y mexicanos en el marco de la convivencia escolar. En Mérida desarrollaron una investigación-acción participativa que buscaba promover el desarrollo de habilidades tales como la autoconciencia, la empatía, el respeto a la diversidad, la colaboración, la cooperación y la resolución de conflictos con el objetivo de propiciar espacios de convivencia escolar libres de violencia (Baquedano & Echeverría, 2013). En Madrid se analizó la implementación de un programa de mediación escolar, concluyendo que las dificultades para su implementación fueron la falta de participación, así como las dificultades de coordinación interna y externa (Pulido, Calderón-López, Martín-Seoane, & Lucas-Molina, 2014; Viana-Orta, 2014).
1.2 Política Pública Educativa. 
En cuanto a políticas públicas se pueden identificar estudios que analizan las políticas públicas educativas sobre convivencia escolar en los países de México, Colombia y Chile. Caso-López, Osuna, & Gallegos (2019), analizan cualitativamente la implementación del Programa Nacional de Convivencia Escolar (PNCE) en una entidad federativa mexicana, a raíz de ello concluyeron que existe la necesidad de este tipo de programas en las diferentes entidades federativas, pero se debe mejorar el proceso de socialización antes de la implementación, para lograr un mayor impacto y mejorar los resultados. Por su parte Acosta & Castillo (2017), analizan la ley 1620 de 2013 de la política pública educativa de convivencia escolar en Colombia, desde un estudio exegético con el cual concluye que la ley describe las situaciones de violencia escolar y se estructuran algunas acciones de sensibilización de los derechos sexuales humanos, para prevenir la violencia en la escuela y hacer un seguimiento de los casos de acuerdo con su complejidad e importancia.
En Chile, Magendzo, Toledo, & Gutiérrez (2013), describieron y analizaron la Ley sobre Violencia Escolar N°20.536, identificando que en la construcción de ella se encuentran coexistiendo dos paradigmas antagónicos, por un lado, el denominado “Control y sanción” que se basa en el concepto de seguridad nacional, y el otro paradigma llamado “Convivencia democrática escolar” que abarca el concepto de seguridad humana. En cuanto a la implementación de política, Bravo, Aguirre, & Walker (2012), analizan la contribución que hace a la reformulación del Proyecto de Educación Institucional el incluir el perfil de identidad en el que incorporan rasgos y características juveniles de los estudiantes y las variables de interés en temas juveniles propuestas por la Política de Convivencia e inclusión escolar de Chile. Esto permite concluir que los estudios que se desarrollan acerca de la política de convivencia escolar en este país van encaminados al análisis del diseño y a la implementación de la misma.
En España se identifica un estudio que analiza el marco legislativo que regula la convivencia escolar, los comportamientos que van en contra de la convivencia y los procedimientos correctivos que se implementan, evidenciando múltiples errores en la aplicación de los procedimientos, derivado de la poca preparación que tienen los docentes y administrativos (Díaz & Conejo, 2012). En ese mismo sentido Gómez (2015), desarrolló un estudio que buscó identificar las expectativas y la preparación de los profesionales de la educación en temas como la convivencia, la violencia, la diversidad cultural y la diversidad de género, concluyendo que, en la mayoría de los casos, los maestros (y futuros maestros) no han recibido capacitación en el tema, o la capacitación recibida no fue la adecuada. Lo que permite concluir que los estudios en España sobre la implementación de las normas y programas de convivencia escolar abordan principalmente la temática de la formación docente. 
1.3 Percepciones en el sistema educativo
En España se analizaron temáticas que están implícitas en la convivencia escolar, evaluando las percepciones que tienen los profesores acerca del ciberbullyng, transmisión de valores, conductas disruptivas y gestión de aulas que promueven la convivencia. Yot-Domínguez & Hueros (2019), analizaron las percepciones de los docentes en formación, sobre el ciberacoso en las escuelas, en cuanto a la preocupación que desarrollan, el compromiso con el ciberacoso, el acuerdo/desacuerdo con las medidas para abordarlo en contextos educativos, la evaluación de las capacidades para actuar, la capacitación que han recibido y quisieran recibir, demostrando que existe la necesidad de abordar este tema en la formación inicial de futuros profesionales de la educación. Por otra parte, García, Ortega, & Sola, (2018), describieron la realidad de los maestros con respecto a los problemas que enfrentan en el aula y la medida en la que la axiología hace parte de las herramientas de los docentes como método para optimizar el clima de convivencia en el aula. 
Las conductas disruptivas de la convivencia escolar son analizadas en el sistema educativo español desde la percepción de los profesores. Para esto se validó una escala para conocer objetivamente las opiniones de los profesionales de la educación sobre las conductas disruptivas en el aula, esto se convierte en una herramienta que le aporta a los diagnósticos desde la mirada de los docentes (Hernández, Pañeda, de Mesa, Martino, & Mon, 2016). En esa misma línea se identifica un estudio en el que los maestros califican las medidas propuestas para mejorar la enseñanza, describiendo las formas de escolarización preferidas para abordar la interrupción de la convivencia, identificar las causas y analizar la existencia de diferencias derivadas de las características del maestro (Martino, Hernández, Pañeda, Mon, & de Mesa, 2016, Espinosa, Garzón, & Noguera, 2016).
En los principales países de Europa se analizó desde la percepción de los docentes los conflictos más frecuentes que se presentan en la convivencia escolar. Entre los resultados obtenidos indican una mayor prevalencia de conflictos escolares en Francia y Austria, mientras que en España y Hungría es menor la frecuencia (Gázquez, Cangas, Padilla, Cano, & Moreno, 2005). Los problemas más graves de coexistencia percibidos por los docentes están relacionados con el abuso de drogas, la presencia de objetos agresivos o problemas interculturales, así como también la agresión, la apatía general y desafección en la escuela son conflictos relevantes en los contextos europeos (Gázquez, Cangas, Padilla, Cano, & Moreno, 2005). 
En América, se pueden identificar estudios sobre percepciones de docentes dentro de los procesos que se desarrollan en los sistemas educativos (Islas, Vera y Miranda-Medina 2018). En Norteamérica se acude a los estudios de Chaparro, Gamazo, & Pérez-Moran (2018), quienes analizaron desde una perspectiva psicométrica los ítems relacionados con la convivencia escolar dentro de la Evaluación de Condiciones Básicas para la Enseñanza y el Aprendizaje en la Educación Secundaria Superior (ECEA-MS). En el Caribe se buscó comprender la percepción de los profesores sobre las causas de la violencia escolar en República Dominicana, destacando como resultados que las amistades débiles, adherencia a los estereotipos de género e internalización de la violencia son una forma de entretenimiento (Pacheco-Salazar, 2018). 
En América del Sur se identificaron estudios dirigidos hacia la evaluación de modelos educativos y a la concepción de la convivencia escolar por parte de los docentes. En Venezuela se buscó evaluar el impacto del modelo de acción docente como una alternativa pedagógica para el tratamiento del trastorno disocial escolar, llegando a la conclusión que la ejecución del modelo fortaleció la acción docente y las competencias para manejar este tipo de trastorno (Gómez J. , 2018). En Chile, se buscó comprender los significados que las escuelas atribuyen a la construcción de convivencia escolar, basándose en el supuesto donde los puntos de vista de docentes y directivos guiarán las acciones, haciendo pertinentes las intervenciones en torno a la convivencia escolar, en este trabajo se concluye la necesidad de avanzar hacia entendimientos que integren los significados identificados, a fin de aumentar la coherencia y proponer significados asociados con la participación, la democratización y la integración curricular (Carrasco-Aguilar & Trujillo, 2019). 
1.4 Percepción de la Política Pública escolar
Por último, se pueden identificar estudios que conjugan las variables de percepción de los docentes en la política pública de convivencia escolar. En España se evaluó la percepción sobre el clima escolar en docentes de dos escuelas primarias después de la implementación de un programa de convivencia escolar en el marco de la ley, dando como resultado que los maestros percibieron mejora en el clima escolar (Peñalva, López-Goñi, Vega-Osés, & Satrústegui, 2015). En Chile se indagó sobre la influencia de la gestión escolar en el fenómeno de la violencia en las escuelas dejando como resultados la relación entre los problemas de convivencia con los desafíos de la gestión escolar en la implementación de la política pública nacional (Peñalva, López-Goñi, Vega-Osés, & Satrústegui, 2015).
En Colombia se identifica el trabajo de Rodríguez-Burgos, Morcote, & Martínez (2019), quienes buscaron determinar la percepción de la efectividad de la Política de Convivencia de estudiantes de secundaria en escuelas oficiales y no oficiales en Tunja, Boyacá. Como resultados hallaron que existen diferencias significativas entre hombres y mujeres con respecto a la efectividad de las actividades institucionales de aplicación de la Ley de Convivencia Escolar, sin embargo, existen diferencias significativas menores en la reducción de la violencia escolar desde su implementación.
Se diseñó la politica publica en colombia sobre la convivencia escolar partiendo de decisiones del consejo de estado como máximo órgano  de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, quien emana la sentencia 1995 del 19 de noviembre del 2012 y sobre la que la que recae el fallo de la sección tercera con fecha del 23 de agosto del 2010, el cual declara que: 
La responsabilidad de los centros educativos puede resultar comprometida a título de falla cuando se producen accidentes que afectan la integridad física de sus alumnos, por hechos originados como consecuencia de un descuido o negligencia de los directores o docentes encargados de custodiarlos, situación que puede ocurrir no sólo dentro de las instalaciones del plantel educativo sino fuera de él. 
A partir de este fallo en el año 2013 el Congreso de la República con propuesta del Ministerio de Educación Nacional, expidió la Ley 1620 (2013) “Por la cual se crea el Sistema Nacional de Convivencia Escolar y formación para el ejercicio de los Derechos Humanos, la educación para la sexualidad y la prevención y mitigación de la violencia escolar”; cuyo objetivo es: 
contribuir a la formación de ciudadanos activos que aporten a la construcción de una sociedad democrática, participativa, pluralista e intercultural, en concordancia con el mandato constitucional y la Ley General de Educación (1994) mediante la creación del sistema nacional de convivencia escolar y formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención y mitigación de la violencia escolar, que promueva y fortalezca la formación ciudadana y el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos de los alumnos de los niveles educativos de preescolar, básica, media y prevenga y mitigue la violencia escolar y el embarazo en la adolescencia (Ley 1620, 2013).


					METODOLOGÍAPara este estudio se utilizó la metodología cuantitativa, con un tipo de estudio descriptivo y de corte transeccional. En el marco del desarrollo de este estudio se diseñó, valido y aplicó un cuestionario aplicado a 50 profesores de 4 colegios oficiales y 2 no oficiales de nivel secundaria para los grados 9°, 10° y 11°, de la ciudad de Tunja, departamento de Boyacá, Colombia, donde la distribución por género quedó conformada por 37 mujeres, representando un 74% del total de docentes encuestados, mientras que 13 fueron aplicados a hombres, que representan un 26% del total de participantes.
Adicional a esto se obtuvo una distribución de edades en los docentes en cuatro categorías: menores de 25 años conformado por 4 docentes representando un 8%; entre 25 y 35 años, 10 docentes para un 20%, 5 entre 36 y 45 años lo que representa un 10%, y 31 docentes mayores de 45 años equivalente a un 62% del total de los encuestados. Además de lo anterior, con respecto a la experiencia docente se tiene que un 56% tiene de 0 a 10 años de experiencia en la labor docente, el 12% de 11 a 20 años, el 18% de 21 a 30 años y finalmente el 14% de los profesores tienen de 31 a 40 años de servicio. Por último, se determinó que ningún profesor encuestado ocupaba un puesto administrativo. 
Los cuestionarios fueron conformados por 20 preguntas que evaluaban la implementación institucional de la Política Pública de Convivencia Escolar que pretende medir la percepción de los profesores con respecto al propósito de la Ley de Convivencia Escolar, si esta fue incluida dentro del Manual de Convivencia de la institución, la existencia de rutas de atención, el grado de socialización de las rutas de atención, si la Política Pública de convivencia escolar ha sido direccionada, además de si la ley ha contribuido a la formación de ciudadanos activos y  participativos, si ha mejorado la construcción de una sociedad democrática, participativa, plural e intercultural, en el proceso de formación de ciudadanos con valores. 
El cuestionario se realizó con una escala tipo Likert con 5 opciones de respuesta donde 1 es la selección de la opción muy de acuerdo y 5 es muy en desacuerdo. Para la construcción de la variable se obtuvo como resultado un KMO de .687, la medida de adecuación muestral (MSA) marcó por encima de 0.6; las comunalidades estuvieron por encima de 0.5, mientras que el Alfa de Cronbach fue de .892. Los resultados obtenidos en el cuestionario le dan validez y fiabilidad a los ítems que lo conforman.  


					ANÁLISIS GENERALLos resultados descriptivos en cuanto a la Implementación Institucional de la Política Pública de Convivencia escolar en las secundarias muestran que los profesores tienen una (M=1.86, DE=.756), las respuestas más frecuentes son que están algo de acuerdo (48%) y muy de acuerdo (34%) acumulando un 82% con estas opciones de respuesta en donde afirman que se han llevado a cabo las medidas para socializar e implementar la Política Pública de Convivencia Escolar en sus Instituciones Educativas. En la tabla 1 se presentan los resultados. 
Tabla 1. Resultados de la variable Implementación Institucional de la Política Publica de Convivencia Escolar.
		Frecuencia
	Porcentaje válido
	Porcentaje acumulado

	Válido
	Muy de acuerdo
	17
	34.0
	34.0

	Algo de acuerdo
	24
	48.0
	82.0

	Ni de acuerdo ni en desacuerdo
	8
	16.0
	98.0

	Poco de acuerdo
	1
	2.0
	100.0

	Total
	50
	100.0
	

En las respuestas de los docentes se encontró diferencias significativas de la variable de la Implementación con respecto a la edad (χ²=22.362 p=.008 <.05). Lo que nos indica que las respuestas de los docentes menores de 25 años están algo de acuerdo con que ha sido implementada la política pública, mientras que los profesores entre 25 y 35 años, sus respuestas se encuentran centradas en dos rubros muy de acuerdo y ni de acuerdo ni en desacuerdo, acumulando con ambas un 80% de sus respuestas. Los profesores entre 36 y 45 años presentan un 60% de respuesta positiva al estar algo de acuerdo, para finalmente observar en los resultados que los docentes con más experiencia, de 45 años y más, sus respuestas positivas rondan alrededor del 90% tal y como se presentan los resultados en la Tabla 2.  
Cabe señalar que los resultados obtenidos de la variable de implementación también se cruzaron con el género, el tipo de institución (oficial y no oficial), así como la cantidad de años de servicio, resultados de los cuales no se obtuvieron diferencias significativas en las respuestas.   
Tabla 2. Resultados de Chi cuadrada de la variable con edad.
	Variable: Implementación institucional de la Política de Convivencia Escolar
	Edad
	Total

	Menor de 25 años
	Entre 25 y 35 años
	Entre 36 y 45 años
	Más de 45 años

	Muy de acuerdo
	Recuento
	0
	2
	0
	15
	17

	% dentro de Edad
	0.0%
	20.0%
	0.0%
	48.4%
	34.0%

	Algo de acuerdo
	Recuento
	4
	4
	3
	13
	24

	% dentro de Edad
	100.0%
	40.0%
	60.0%
	41.9%
	48.0%

	Ni de acuerdo ni en desacuerdo
	Recuento
	0
	4
	1
	3
	8

	% dentro de Edad
	0.0%
	40.0%
	20.0%
	9.7%
	16.0%

	Poco de acuerdo
	Recuento
	0
	0
	1
	0
	1

	% dentro de Edad
	0.0%
	0.0%
	20.0%
	0.0%
	2.0%

	Total
	Recuento
	4
	10
	5
	31
	50

	% dentro de Edad
	100.0%
	100.0%
	100.0%
	100.0%
	100.0%




					CONCLUSIONESSe concluye que desde la percepción de los profesores se ha llevado a cabo la implementación institucional de la Política Pública de Convivencia Escolar a través de actividades enmarcadas en la socialización dentro de las instituciones educativas del propósito de la ley, la inclusión en el Manual de Convivencia, la existencia y seguimiento de las rutas de atención, así como la evaluación de resultados a partir de la implementación de la Ley 1620.  Esto apoya la conclusión de Acosta & Castillo (2017) la Ley 1620 de 2013 delinea las situaciones de violencia escolar y estructura algunas acciones de sensibilización en derechos sexuales humanos para prevenir la violencia en la escuela y dar seguimiento a los casos según su complejidad e importancia. En sentido contrario refuta la corte constitucional que plantea que existe un déficit de protección general para las víctimas de acoso escolar, ya que, a pesar de que existe un marco regulatorio claro y una política pública definida desde el 2013, la misma no ha sido implementada con vigor (Corte Constitucional de Colombia, 2015 )
La efectividad de esta implementación es significativa dependiendo de la percepción del docente que presenta como característica que, a mayor edad, más de acuerdo está en los resultados obtenidos a partir de la aplicación de la ley. Por tanto, los profesores con más edad presentan mayor satisfacción con los resultados obtenidos, lo que los lleva a tener una valoración positiva de las actividades en torno al cumplimiento de las actividades de convivencia escolar. Lo que apoya a  lo que plantea Bocanegra & Herrera  (2017) quienes concluyen que la ley 1620 de 2013, constituye una respuesta del establecimiento a los requerimientos que demandaba el sector educativo y la sociedad colombiana para atender una creciente violencia en la escuela que afecta tanto los derechos humanos, sexuales y reproductivos de millones de niños, niñas y jóvenes vinculados a la educación formal en los niveles de preescolar, básica y media, como las posibilidades de que el sistema educativo cumpla con los objetivos y metas definidos en el marco de las respectivas políticas públicas sectoriales. También apoya la conclusión que después de la implementación de un programa de convivencia escolar en el marco de la ley, dando como resultado que los maestros percibieron mejora en el clima escolar (Peñalva, López-Goñi, Vega-Osés, & Satrústegui, 2015)
Los docentes que tienen menor edad presentan una relativa insatisfacción con la efectividad de la implementación de las actividades enmarcada en la política pública de convivencia escolar. Lo que permite inferir que los procesos de socialización dentro de las instituciones educativas del propósito de la ley, no ha sido significativa para ellos y la participación de este tipo docente puede ser limitada en la construcción de rutas de atención, inclusión de las actividades en los reglamentos escolares y la evaluación de los resultados de la implementación.
Es importante resaltar que las variables sociodemográficas de género, tipo de institución a la que pertenecen y años de experiencia en la labor docente no determinan algún cambio significativo en la percepción de los docentes hacia la efectividad de la implementación de la Ley de Convivencia en la solución de los conflictos en la labor docente como agente promotor de paz y formador de valores.


					LÍNEAS FUTURAS DE INVESTIGACIÓNSe considera pertinente profundizar en las respuestas de los docentes a partir de un abordaje cualitativo, ya sea por medio de entrevistas o grupos focales, lo que permitiría obtener resultados precisos acerca de categorías no contempladas en los estudios cuantitativos. Por otra parte, es importante ahondar en estudios que indaguen sobre la concepción de los profesores acerca de la violencia escolar derivada de la convivencia que permita contrastar la política como herramienta de prevención y mitigación de las conductas violentas. 
También es necesario realizar estudios que permitan contrastar las respuestas entre alumnos, docentes, directivos y funcionarios públicos promotores de la Ley de Convivencia Escolar. Además de lo anterior también es pertinente ampliar la aplicación del instrumento cuantitativo en el departamento de Boyacá, además de diferentes departamentos a nivel nacional que permitiría observar si existen diferencias significativas en las distintas regiones de Colombia. Finalmente, el llevar a cabo estudios longitudinales permitirían la creación de indicadores acerca de la evaluación de la violencia, impacto de la política pública, observar áreas de oportunidad para la mejora de la convivencia escolar, así como la generación de programas de transformación social con actividades pertinentes que permitan la erradicación de la violencia escolar en las instituciones educativas del país.    
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Resumen

Este articulo tiene como objetivo analizar las percepciones que tienen los docentes de
secundaria sobre la implementacion de la politica plblica de convivencia escolar en Co-
lombia, bajo la Ley 1620 de 2013. Se aplicé un estudio cuantitativo donde se disefd, valido
y aplico un cuestionario a 50 maestros de 4 escuelas secundarias oficiales y 2 no oficiales
para los grados 9, 10 y 11, en la ciudad de Tunja, departamento de Boyaca en Colombia.
La Implementacion Institucional de la Politica Pablica de Convivencia Escolar en las es-
cuelas secundarias mostrd que los docentes tienen una media de 1.86 y una desviacion
estandar de .756, asi como también se encontraron diferencias significativas relaciona-
das con la edad (X2 = 22.362 p =.008 < .05). Por lo tanto, se puede concluir que, desde la
percepcion de los docentes, la implementacion institucional de la Politica de Convivencia
de las Escuelas Piblicas ha sido efectiva.

Palabras clave: Convivencia escolar, politica educativa, percepciones, violencia escolar,
implementacion de la politica publica.

1 Este Articulo se deriva del programa de investigacion La convivencia escolar desde perspectivas diagnosticas,
preventivas y de intervencion de la universidad Autonoma de Nuevo Ledn y Universidad de Boyaca.
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